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Acción Extraordinaria de Protección.

Acción de protección No. 09359-2014-0815

SEÑOR JUECES CONSTITUCIONALES (SALA DE LA NIÑEZ Y
ADOLESCENCIA DE LA CORTE PROVINCIAL DE JUSTICIA DE GUAYAS)

Doctora María Cecilia RomoLeroux, Abogada en libre ejercicio profesional, de
nacionalidad ecuatoriana, de estado civil casada, domiciliada en la ciudad de Quito, mayor
de edad, en mi calidad deProcuradora Judicial de lacompañía ORGANIZACIÓN TERPEL
S.A., conforme el documento que acompaño, dentro de la acción de protección No. 09359-
2014-0815, interpuesta por Terpel S.A., ante ustedes comparezco dentro del término

^ dispuesto en el artículo 60 de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control
Jurisdiccional, y propongo la siguiente acción extraordinaria de protección ante la Corte
Constitucional:

I. DE LA ACCIONANTE Y LEGITIMACIÓN ACTIVA.-

La accionante es la compañía ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. a nombre de quien
comparezco en mi calidad de Procuradora Judicial, en virtud del poder que adjunto en
copia certificada, conforme lo faculta el artículo 59 de la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional (en adelante denominada "Ley de Control
Constitucional").

Deduzco la presente acción al amparo de lo dispuesto en los artículos 94 y 437 de la
Constitución de la República que disponen:

"Articulo 94.- La acción extraordinaria de protección procederá contra
sentencias o autos definitivos en los que se haya violado por acción u omisión
derechos reconocidos en la Constitución, y se interpondrá ante la Corte
Constitucional. El recurso procederá cuando se hayan agotado los recursos
ordinarios y extraordinarios dentro del término legal, a menos que la falta de
interposición de estos recursos nofuera atribuible a la negligencia de ¡apersona
titular del derecho constitucional vulnerado."

"Articulo437.- Los ciudadanosenforma individual o colectivapodránpresentar
una acción extraordinaria de protección contra sentencias, autos definitivos y
resoluciones confuerza de sentencia..."

II. INDENTIFICACIÓN DE LA DEGÍSK)N JUDICIAL MATERIA DE LA
ACCIÓN. CONSTANCIA DE QUE^A DECISIÓN JUDICIAL ESTÁ
EJECUTORIADA.-
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Las decisiones judiciales materia de la presente acción extraordinaria de protección
son las siguientes:

2.1 Sentencia dictada por doctora Nathalia Raquel Salazar Tigrero, Jueza de
la Unidad Judicial de Florida de Trabajo con sede en el cantón Guayaquil,
Provincia de Guayas, el 12 de febrero de 2015, dentro del juicio No. 09359-
2014-0815, dentro de la acción de protección propuesta por Terpel S.A.

2.2. Sentencia de mayoría dictada por los doctores Jueces Mauricio Antonio
Suárez Espinoza y Jessy Marcelo Monroy Castillo, Jueces de la Sala
Especializada de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de la Corte
Provincial de Justicia de Guayas, de 14 de mayo de 2015, dentro de laacción
de protección signada con el 09359-2014-0815, que en apelación, aceptó
parcialmente el recurso demi representada.

El auto de 3 de junio de 2015, dictado por los doctores Jueces Mauricio Antonio
Suárez Espinoza yJessy Marcelo Monroy Castillo, Jueces de la Sala Especializada
de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de la Corte Provincial de Justicia de
Guayas, dentro de la acción de protección signada con el 09359-2014-0815, que negó
la ampliación yaclaración de la sentencia, solicitada por mi representada, puso fin al
proceso, por lo que éste se encuentra EJECUTORIADO.

III. DEMOSTRACIÓN DE HABER AGOTADO LOS RECURSOS
PROCESALES.-

La sentencia de mayoría dictada por los doctores Jueces Mauricio Antonio Suárez
Espinoza y Jessy Marcelo Monroy Castillo, Jueces de la Sala Especializada de la
Familia, Mujer, Niñez yAdolescencia de la Corte Provincial de Justicia de Guayas,
de 14 de mayo de 2015, dentro de la acción de protección signada con el 09359-2014-
0815 que en apelación aceptó parcialmente el recurso de mi representada yel auto de
3 de junio de 2015, dictado por los doctores Jueces Mauricio Antonio Suárez
Espinoza y Jessy Marcelo Monroy Castillo, Jueces de la Sala Especializada de la
Familia, Mujer, Niñez yAdolescencia de la Corte Provincial de Justicia de Guayas,
de 14 de mayo de 2015, dentro de la acción de protección signada con el 09359-2014-
0815 que negó la ampliación y aclaración de la sentencia, solicitada por mi
representada, puso fin a la acción deprotección.

Por lo tanto se han agotado los recursos procesales que admite la normativa legal
vigente para este tipo de garantías jurisdiccionales, al haber los Jueces negado la
aclaración y ampliación delasentencia en segunda instancia.

IV. IDENTIFICACIÓN DE LOS JUECES DE LOS CUALES EMANAN LAS
DECISIONES VIOLATORIOS DEDERECHOS CONSTITUCIONALES-
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4.1. La sentencia de 12de febrero de 2015, fue dictada por la doctora Nathalia Raquel
Salazar Tigrero, Jueza de la Unidad Judicial de Florida de Trabajo con sede en
el cantón Guayaquil, Provincia de Guayas, dentro del proceso No. 09359-2014-
0815.

4.2, La sentencia de mayoría de 14 de mayo de 2015, fue dictada por los doctores
Jueces Mauricio Antonio Suárez Espinoza y Jessy Marcelo Monroy Castillo,
Juecesde la Sala Especializada de la Familia,Mujer,Niñez y Adolescencia de la
Corte Provincial de Justicia de Guayas, dentro del proceso No. 09359-2014-
0815.

(^ V. IDENTIFICACIÓN PRECISA DE LOS DERECHOS CONSTITUCIONALES
VIOLADOS.-

5.1. DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA. DEBIDO A QUE EXISTEN
PROCESOS JUDICIALES QUE SE ENCUENTRAN EN CONOCIMIENTO
DE JUECES Y TRIBUNALES DE LA FUNCIÓN JUDICIAL.-

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR

"Art. 82.- El derecho a la seguridadjurídica se fundamenta en el respeto a la
Constitución y en la existencia de normas jurídicas previas, claras, públicas y
aplicadas por las autoridades competentes.""

"Art. 424.- La Constitución es la norma supremay prevalece sobre cualquier
otra del ordenamiento jurídico. Las normasy actos del poder público deberán
mantener conformidad con las disposiciones constitucionales;en caso contrario
carecerán de eficaciajurídica. La Constitución y los tratados internacionales de
derechos humanos ratificados por el Estado que reconozcan derechos más
favorables a los contenidos a la Constitución, prevalecerán sobre cualquier otra
normajurídica o acto delpoder público".

"Art. 425.- El ordenjerárquico de aplicación de las normas será el siguiente:
La Constitución..."

"Art. 426.- Todas las personas, autoridades e instituciones están sujetas a la
Constitución. Las juezas y jueces, autoridades administrativas y servidoras y
servidores públicos, aplicarán directamente las normas constitucionales y las
previstas en los instrumentos internacionales de derechos humanos siempre que
sean másfavorables a las establecidas en la Constitución, aunque laspartes no
las invoquen expresamente.
Los derechos consagrados en la Constitución y los instrumentos internacionales
de derechos humanos serán de inmediato cumplimiento y aplicación. No podrá
alegarse falta de ley o desconocimiento de las normas para justificar la
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vulneración de los derechos ygarantías establecidos en la Constitución, para
desechar la acción interpuesta en su defensa, ñipara negar el reconocimiento
de tales derechos."

"Art. 417.- Los tratados internacionales ratificadospor el Ecuador se sujetarán
a lo establecido en la Constitución. En el caso de los tratados y otros
instrumentos internacionales de derechos humanos se aplicarán los principios
pro ser humano, de no restricción de derechos, de aplicabilidad directa y de
cláusula abierta establecidos en la Constitución. "

DECISIÓN 486: RÉGIMEN COMÚN SOBRE PROPIEDAD INDUSTRIAL
COMISIÓN DE LA COMUNIDAD ANDINA

"Artículo I- Con respecto a la protección de la propiedad industrial, cada País
Miembro concederá a los nacionales de los demás miembros de la Comunidad
Andina, de la Organización Mundial del Comercio ydel Convenio de París para
la Protección de la PropiedadIndustrial, un trato no menosfavorable que el que
otorgue asus propios nacionales, a reserva de lo previsto en los artículos 3y 5
del Acuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de Propiedad Intelectual
relacionados con el Comercio (ADPIC), y en elartículo 2 del Convenio de París
para la Protección de la PropiedadIndustrial. Acuerdo sobre los aspectos de los
derechos de propiedadIntelectual relacionados con el comercio -ADPIC-

"Artículo 3 Trato nacional l.Cada Miembro concederá a los nacionales de los
demás Miembros un trato no menosfavorable que el que otorgue asus propios
nacionales con respecto a la protecciónl de la propiedad intelectual, a reserva
de las excepcionesyaprevistas en, respectivamente, el Convenio de París (1967),
el Convenio de Berna (1971), la Convención de Roma o el Tratado sobre la
PropiedadIntelectual respecto de los Circuitos Integrados. En lo que concierne
a los artistas intérpretes o ejecutantes, los productores de fonogramas y los
organismos de radiodifusión, esta obligación sólo se aplica a los derechos
previstos en el presente Acuerdo. Todo Miembro que se valga de las
posibilidades estipuladas en el articulo 6del Convenio de Berna (1971) oen el
párrafo 1 b) del artículo 16 de la Convención de Roma lo notificará según lo
previsto en esas disposiciones al Consejo de losADPIC. 2. Los Miembrospodrán
recurrir a las excepciones permitidas en el párrafo 1 en relación con los
procedimientos judiciales y administrativos, incluida la designación de un
domicilio legal o el nombramiento de un agente dentro de la jurisdicción de un
Miembro, solamente cuando tales excepciones sean necesariaspara conseguir el
cumplimiento de leyes y reglamentos que no sean incompatibles con las
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disposiciones delpresente Acuerdo, y cuando tales prácticas no se apliquen de
manera que constituya una restricción encubierta del comercio.

CONVENIO DE PARÍS

"Artículo 2 [Trato nacional a los nacionales de los países de la Unión]1) Los
nacionales de cada uno de los países de la Unión gozarán en todos los demás
paísesdela Unión, en lo que se refiere a laprotección de lapropiedad industrial,
de las ventajas que las leyes respectivas concedan actualmente o en elfuturo a
sus nacionales, todo ello sin perjuicio de los derechos especialmente previstos
porelpresente Convenio. En consecuencia, aquéllos tendrán lamismaprotección
que éstos y el mismo recurso legal contra cualquier ataque a sus derechos,
siempre y cuando cumplan las condiciones y formalidades impuestas a los
nacionales. 2) Ello no obstante, ninguna condición de domicilio o de

establecimiento en el vais donde la protección se reclame podrá ser exigida a

los nacionales de los países de la Unión para gozar de alguno de los derechos

de propiedad industrial. 3) Quedan expresamente reservadas las disposiciones
de la legislación de cada uno de lospaíses de la Uniónrelativasalprocedimiento
judicialy administrativo, y ala competencia, así como a la elección de domicilio
o a la constituciónde unmandatario, quesean exigidaspor las leyes depropiedad
industrial."

LEY DE PROPIEDAD INTELECTUAL

"Art. 2.- Los derechos conferidospor esta Ley se aplicanpor igual a nacionales
y extranjeros, domiciliados o no en el Ecuador"

"Art. 201.- La solicitud de registro de una marca deberá presentarse ante la
Dirección Nacional de Propiedad Industrial, comprenderá una sola clase
internacional de productos o servicios y contendrá los requisitos que determine
el reglamento."

"Art. 206.- Admitida la solicitud, la Dirección Nacional de Propiedad Industrial
examinará, dentro de los quince días hábilessiguientes a supresentación, si ella
se ajusta a los aspectosformales exigidospor este Capítulo. Si delexamen resulta
que la solicitud no cumple con los requisitos formales, la Dirección
Nacional de Propiedad Industrial notificará al peticionario para que en un
plazo de treinta días, siguientes a su notificación, subsane las irregularidades.
Si dentro del plazo señalado no se hubieren subsanado las irregularidades, la
solicitud será rechazada."
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'Art. 212.- El registro de una marca tendrá una duración de diez años contados
a partir de la fecha de su concesión y podrá renovarse por períodos
sucesivos de diez años. "

5.2. DERECHO A LA PROPIEDAD. RECONOCIDO EN ACTOS
ADMINISTRATIVOS QUE HAN CAUSADO ESTADO, EMITIDOS POR EL
INSTITUTO ECUATORIANO DE PROPIEDAD INTELECTUAL.-

DECLARACIÓN DE T.OS DERECHOS DEL HOMBRE

"...1. Todapersona tiene derecho alapropiedad individualycolectivamente. 2.
Nadie será privado arbitrariamente de supropiedad".

CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS OPACTO
DE "SAN JOSÉ" ' * ^^

"1. Toda persona tiene derecho al uso y goce de sus bienes. La ley puede
subordinar tal uso y goce al interés social. 2. Ninguna persona puede
serprivada de sus bienes, excepto mediante elpago de indemnizaciónjusta, por
razones de utilidadpública ode interés socialy en los casosysegún lasformas
establecidaspor la ley... "

CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR

"Art. 66.- Se reconoce y garantizará a las personas:... 26. El derecho a
la propiedad en todas sus formas, con función y responsabilidad social y
ambiental. El derecho al acceso alapropiedadse hará efectivo con la adopción
depolíticas públicas, entre otras medidas... "

"Art. 322. -Se reconoce la propiedad intelectual de acuerdo con las condiciones
que señale la ley. "

"Art. 323.- Con el objeto de ejecutar planes de desarrollo social, manejo
-sustentable del ambiente y de bienestar colectivo, las instituciones del Estado,
por razones de utilidadpública o interés social y nacional, podrán declarar la
expropiación de bienes, previa justa valoración, indemnización y pago de
conformidad con la ley. Se prohibe toda forma de confiscación. "

5.3. DERECHO A LATUTELA JUDICIAL EFECTIVA. DEBIDO AQUE NO
SE PRONUNCIAN SOBRE LAS PRETENSIONES DEL INSTITUTO
ECUATORIANO DE LA PROPIEDAD INTELECTIAL, ORGANIZACIÓN
TERPEL S.A. Y DELAPROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO -
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CONSTITUCIÓN DE LA REPÚBLICA DEL ECUADOR

"Art, 75. - Todapersonatiene derecho al accesogratuito a lajusticiay ala tutela
efectiva, imparcial y expedita de sus derechos e intereses, con sujeción a los
principios de inmediación y celeridad; en ningún casoquedará en indefensión.
El incumplimiento de las resolucionesjudiciales serásancionado por la ley. "

CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS

"Artículo 8.- Garantías judiciales.- 1. Toda persona tiene derecho a ser oída,
con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable por unjuez o tribunal
competente, independiente e imparcial establecido con anterioridad por la ley,
en la sustanciación de cualquier acusaciónpenalformulada contra ella, o para
la determinación de sus derechosy obligaciones de orden civil, laboral,fiscal o
de cualquier otro carácter...

h) derecho de recurrirdelfallo antejuez o tribunalsuperior".

PACTO INTERNACIONAL DE DERECHOS CIVILES Y POLÍTICOS

"Artículo 2... 3. Cada uno de los Estados Partes en el presente Pacto se
comprometen a garantizar que: a) Toda persona cuyos derechos o libertades
reconocidos en el presente Pacto hayan sido violados podrá interponer un
recurso efectivo, aún cuando tal violación hubiera sido sometida por personas
que actuaban enejercicio desusfunciones oficiales: b) Laautoridadcompetente,
judicial, administrativa o legislativa, o cualquiera otra autoridad competente
prevista por el sistema legal del Estado, decidirá sobre los derechos de toda
persona que interponga tal recurso, y desarrollará lasposibilidades de recurso
judicial;...'"

"Artículo14.- Todas las personas son iguales ante los tribunales v cortes de
justicia. Todapersonatendrá derecho a ser oídapúblicamente y conlas debidas
garantíaspor un tribunal competente, independiente e imparcial, establecidopor
la ley, en lasubstanciación de cualquier acusación de carácterpenalformulada
contra ella opara la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter
civil.::'

5.4. DERECHO DE DEFENSA Y AL DEBIDO PROCESO. PORQUE NO
EXISTE LA DEBIDA MOTIVACIÓN QUE DEBE TENER TODA
RESOLUCIÓN DEL PODER PÚBLICO, AL NO PRONUNCIARSE SOBRE
LAS PRETENSIONES DEL INSTITUTO ECUATORIANO DE LA
PROPIEDAD INTELECTIAL, ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. Y DE LA
PROCURADURÍA GENERAL DEL ESTADO.-
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CONSTITUCIÓN DELAREPÚBLICA DEL ECUADOR

"Art. 76.- En todo proceso en el que se determinen derechos yobligaciones de
cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que incluirá las
siguientes garantías básicas:

7. El derecho de laspersonas ala defensa incluirá las siguientes garantías:

l) Las resoluciones de los poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá
motivación si en la resolución no se enuncian las normas oprincipiosjurídicos
en que sefundayno se explica lapertinencia de su aplicación alos antecedentes
de hecho. Los actos administrativos, resoluciones ofallos que no se encuentren
debidamente motivados se considerarán nulos. Las servidoras o servidores
responsables serán sancionados..:'

CONVENCIÓN AMERICANA SOBRE DERECHOS HUMANOS

"Art. 25.- Protección judicial- 1. Toda persona tiene derecho a un recurso
sencillo yrápido oacualquier otro recurso efectivo ante losjueces otribunales
competentes, que la ampare contra actos que violen sus derechosfundamentales
reconocidospor la Constitución, la ley olapresente Convención, aun cuando tal
violación sea cometida por personas que actúen en ejercicio de sus funciones
oficiales.

2. Los Estados Partes se comprometen:

a) agarantizar que la autoridad competente prevista por el sistema legal del
Estado decidirá sobre los derechos de todapersona que interponga tal recurso;

b) adesarrollar lasposibilidades de recursojudicial, y

c) a garantizar el cumplimiento, por las autoridades competentes, de toda
decisión en que se haya estimado procedente el recurso"

VI. RESUMEN DEL CASO.-

ó.l.Organización Terpel S.A. es una compañía constituida al amparo de las leyes de la
República de Colombia dedicada a la comercialización de productos derivados de
hidrocarburos desde 1968 yes titular de la marca Terpel.

6.2.En ejercicio de sus derechos ysin que este impedido por ley nacional osupranacional
alguna, ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. registró 17 marcas en el Ecuador que incluyen
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el término TERPEL en su composición, otorgadas por el Instituto Ecuatoriano de
PropiedadIntelectual.

6.3.Estos 17 registros constituyen actos administrativos legítimos y validos que han sido
expedidos por elEstado endebida forma, lo que garantiza el derecho demi representada
sobre los mismos.

6.4.En consecuencia, los actos administrativos dictados por Instituto Ecuatoriano de
Propiedad Intelectual sevolvieron firmes, ejecutoriados y que han causado estado.

6.5.De los 17 títulos señalados, existen 6 en contra de los cuales Boris Miguel Yepez
Izquierdo no actuó en sede administrativa ni judicial, en contra de los cuales no pudo
existir ningún tipo de pronunciamiento de la autoridad administrativa al no haberse
iniciado ningún litigio en su contra.

6.6.Existen también2 títulos de marca de mi representada que si bien en su momento fueron
impugnados en sede administrativa porBoris Yepez Izquierdo, se encuentra actualmente
enfirme puesluego dequeel IEPI dictó resolución favorable a Organización Terpel S.A.,
el señor Yepez no interpuso ningún recurso administrativo o judicial en contra de la
mencionada resolución.

6.7.Boris Yépez Izquierdo impugnó losrestantes 9 títulos en sede administrativa, a través de
recursos extraordinarios de revisión, y de los cuales mi representada, Organización
Terpel S.A. (sociedad colombiana) obtuvo resoluciones administrativas favorables.

6.8.A consecuencia de lo anterior, el señor Boris Yépez Izquierdo ha ejercido su derecho de
acción yde impugnación y presentó sendos recursos subjetivos encontra deresoluciones
expedidas por el IEPI, respecto a registros marcarios de propiedad de mi representada,
que actualmente son conocidos por el Tribunal Distrital de lo Contencioso
Administrativo No. 2 con sede en Guayaquil, recursos que aún no han sido resueltos por
partede la Justicia Ordinaria1.

Juicio Marca Estado

09801-2010-0596 TERPEL + GRÁFICA Pasado la prueba

09801-2010-0649 TERPEL + GRÁFICA Pasado la prueba

09801-2010-0648 TERPEL + GRÁFICA Pasado la prueba

09801-2010-0646 TERPEL + GRÁFICA Contestada la demanda por ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.

09801-2010-0650 TERPEL + GRÁFICA Contestadala demandapor ORGANIZACIÓN TERPELS.A.
09801-2010-0651 TERPEL + GRÁFICA Contestada la demanda por ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.

09801-2010-0645 TERPEL + GRÁFICA Contestada la demanda por ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.

09801-2010-0647 TERPEL Contestada la demanda por ORGANIZACIÓN TERPEL S.A.
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6.9.Sin perjuicio de lo dicho, de que el propio señor Boris Yépez Izquierdo, ñorsus propias
y personalesderechosy comorepresentante legalde Terne!S.A., acudió a la Justicia
ordinaria, mientras se encuentran en trámite de resolución los recursos subjetivos
antes descritos el Tribunal de lo Contencioso Administrativo e interpuso acción de
protección en contra del Instituto Ecuatoriano de Propiedad Intelectual para que en
sentencia se "..declare la reparación integral de los derechos constitucionales violados
por la demandada y en consecuencia en el plazo máximo de 48 horas disponga a la
demandada la nulidad de los Registros de Marca Terpel que han sido obtenidos violando
mis derechosyquefueron presentadospor una empresa inexistente en elEcuador como
Organización Terpel SA. De igual manerapor haberprobado la notoriedad del Nombre
Comercial TERPEL de Terpel SA., solicito declare la notoriedad de la mismayordene
al IEPI, que emita un Acto Administrativo Declarándola... "Debido aque el actor, en
esta garantía jurisdiccional, alegó que se pretende "...despojarle de nombre comercial
TERPEL, al irrespetar el derecho marcarlo cuando se deslegitima los principios
elementales que rigen a los nombres comerciales apretexto de proteger un signo
obtenido por una empresa inexistente enel Ecuador... "

6.10. Organización Terpel S.A. compareció, como tercero, a la referida acción
constitucional, a fin de hacer valer sus derechos constitucionales de defensa, seguridad
jurídica, debido proceso y propiedad. Sin embargo, los Jueces en su resolución no
tomaron en cuenta ni analizaron, inexplicablemente, ninguna de las alegaciones, de fondo
y de forma, hechas por mi representada, que son fundamentales para resolver sobre el
fondo del asunto, en consecuencia, los Jueces con sus resoluciones VULNERARON
DERECHOS CONSTITUCIONALES DE MI REPRESENTADA,
CONTRAVINIENDO EL ORDENAMIENTO JURÍDICO ECUATORIANO Y
ANDINO.

6.11. Al extremo de lodicho, los Jueces dijeron:

10
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Mi representada solicitó ampliación de la sentencia en el sentido de que:
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Los Jueces, sin fundamento alguno, dijeron:
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7. FUNDAMENTACIÓN DE LA ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE
PROTECCIÓN (DERECHOS CONSTITUCIONALES VIOLADOS).-

7.1. DERECHO A LA SEGURIDAD JURÍDICA.-

-"La seguridad jurídica, como derecho constitucional tutelable, se garantiza en el
artículo 82, que lo determina como la certeza de la norma clara y pública, que se
aplicará cumpliendo los lineamientos constitucionales, generando con ello la confianza
y respeto en la Carta Fundamental"2

La seguridad jurídica implica la aplicación de normativa existente de modo que se
genera la certeza de quienes están sujetos a dicha normativa de que ésta será acatada

Corte Constitucional, Sentencia No. 30-09-SEP-CC, Suplemento Registro Oficial No.97,20-XII-2009
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por cualquier autoridad ala que se encuentren sometidos. Por ello, la seguridad jurídica
conlleva un valor jurídico importante en el mantenimiento y desarrollo del
ordenamiento jurídico y constituye un derecho constitucional fundamental reconocido
en la Carta Fundamental.

Asimismo se ha desarrollado su pertinencia en diferentes sentencias de la Corte
Constitucional3.

De conformidad con las Jurisprudencias de la Corte Constitucional antes transcritas, es
determinante la importancia yprimacía que tiene el derecho a la seguridad jurídica e
implica la sujeción de toda autoridad a la normativa existente que le habilita en su
actuación v que por tanto no puede ser desconocida.

Con estos antecedentes, los Jueces que conocieron la acción de protección dijeron:

Sentencia de primera instancia:

^T^^l^^^í DE,PROTECCION- Polución de la Corte Constitucional 15, Registro Oficial Suplemento 536 de
16 de Septiembre del 2011. "...En tal virtud, es sencillo advertir una clara violación ai principio de seguridadjurídica, valorjurídico
implícito en nuestro orden constitucional y legal vigente, en virtud del cual elEstado provee a los individuos del conocimiento de las
conductas que sonpermitidas, ydentro de las cuales laspersonaspueden actuar. Si no existiera esteprincipio en una sociedad las personas
nopodrían establecer un conocimiento certero de las actuacionespermitidas, puesto que al interpretarse yaplicarse el texto de la ley de
forma distinta yarbitraria, "se impediría el libre actuar de las personas, pues al actuar se encontrarían bajo la contingencia de estar
contradiciendo una de las posibles interpretaciones de la ley"(6). (Narváez Mauricio, Justiciabilidad de los Derechos Colectivos
http://co.vlex.com/vidn733017S) - ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN. Resolución de la Corte Constitucional 20,
Registro OficialSuplemento 228 de 5de Julio del2010. "...NOVENO.- Dentro de ese enfoque delgarantismoprocesal, convieneprecisar
que la garantía del debido proceso consolida asu vez la seguridadjurídica que constituye elelemento esencialypatrimonio común de la
cultura delEstado de derechosyjusticia; garantiza lasujeción de todos lospoderes delEstado ala Constitucióny la ley; es la confiabilidad
en el orden jurídico, la certeza sobre el derecho escrito y vigente, el reconocimiento y la previsión de la situación jurídica Las
Constituciones de nuestrospaíses garantizan la seguridadjurídica através de algunas concreciones, como elprincipio de la legalidady
eldebidoproceso. Según RudotfStreinz, en su obra SeguridadJurídica como desafio alajurisdicción Constitucional, "Si elderecho es la
condiciónfundamental de la seguridadjurídica, entonces está unido simultáneamente e indisolublemente con ¡ajusticiay la seguridad
jurídica, ya que ambas son partes esenciales de la idea del derecho". Desde este punto de vista, la seguridadjurídica constituye uno de
los deberesfundamentales del Estado; se encuentra reconocida ygarantizada por nuestra Constitución de la República (articulo 821
consigna que elderecho ala seguridadjurídica sefundamenta en elrespeto ala Constituciónyala existencia de normasjurídicasprevias
darás, publicasyaplicadaspor autoridades competentes...-ACCIÓNEXTRAORDINARIA DEPROTECCION Resolución de la CorteConsatucwnal 23, Registro Oficial Suplemento 43 de 8de Octubre del 2009 "...no es posible determinar que durante todas las fases
sustanciadas se hayan garantizado alaspartes los derechos: ala tutelajudicial efectiva, debido proceso yseguridadjurídica, puesto que
los encargados de velarpor el estricto cumplimiento de la Constitución yde los derechos en ella consagrados, han omitido ¡a aplicación
de normas legales sustanciales, generando inseguridadjurídica..." -ACCIÓN EXTRAORDINARIA DE PROTECCIÓN.Resolución de
S,?fe Constitucional 55< Registro Oficial Suplemento 359 de 10 de Enero del 2011 "Sobre la seguridadjurídica: Como define el Art.
82delvigente EstatutoJurídico máximo, "El derechoala seguridadjurídicasefundamenta en elrespeto ala Constituciónyen la existencia
de normasjurídicasprevias, claras, públicasyaplicadaspor las autoridades competentes". El Estado, como un ente organizado requiere
de normas de carácterjurídicopara supropia actividad, que realizaatravés de los representantes de las diversasfunciones instituciones
organismos y otros. Estas normas sirven también para ordenar el desenvolvimiento y desarrollo de las relaciones entre instituciones
publicasyentre estas y¡osparticularesylas de éstos entre sí. Aeste conjunto de normas de distinta naturaleza es que se lo conoce como
ordenamiento osistema jurídico. La normajurídica no es nipuede ser quimérica, está elaborada para servir de manera tangible alas
personas que participan como elementos del Estado. Pero su aplicación no puede quedar alazar, requiere de un administradoryde un
administrado, de un aplicador yde alguien aquien debe ser aplicada. Estos particulares, de manera general, están consignados en ¡a
Constitución; y, en forma especial, en las leyes. El sistema jurídico de un Estado puede clasificarse asi: Normas constitucionales y
disposiciones secundarias, esto es, las que constan en las leyesyotros cuerpos normativos. Asimismo, en cada ámbito de estos campos se
distinguen las normas sustantivasylas adjetivas. La Constitución vigente tiene de ambas. En ella se distinguen derechospara ¡aspersonas
como también mecanismos para hacerlos respetar, particular que seencuadra dentro del neoconstitucionalismo. Otro de los elementos
que ubica ala Constitución vigente dentro de ese espectro constitucional es lasupremacía que tiene ¡a norma de esta naturaleza sobre las
demos. Emerge de la disposición que establece que "los derechos ygarantías establecidos en la Constitución y en los instrumentos
internacionales de derechos humanos será de directa e inmediata aplicación por y ante cualquier servidora o servidor público
administrativoyjudicial, de oficio oapetición departe"-primer inciso del numeral 3del Art. 11 de laConstitución- "
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Sentencia de segunda instancia:

-Laafirmación de que Organización Terpel S.A.requiereestardomiciliada parapoder
registrar un marca en Ecuador viola el artículo 2del Convenio de Paris4, así como el
artículo 1 y 2 de la Decisión 486 de la CAN 5y artículo 2 de la Ley de Propiedad
Intelectual6. La normativa citada en coherencia con los artículos 194, 201 y 202 de la

4". ..2) Ellono obstante, nineuna condiciónde domicilioo de establecimiento en el paísdondela protección se reclamepodrá ser exieidaa los
nacionales delospaísesdela Unión paragozar dealgunodelosderechos depropiedad industrial..."
5"Articulo i.-Con respecto alaprotección de lapropiedad industrial, cada PaísMiembro concederá alos nacionales de los demás miembros de laComunidad
Andina, delaOrganización Mundial delComercio y delConvenio de París para laProlección delaPropiedad Industrial, un trato no menosfavorable que
elque otorgue asuspropios nacionales, areserva de loprevisto en los artículos 3y5 delAcuerdo sobre los Aspectos de los Derechos de PropiedadIntelectual
relacionados con el Comercio (ADPIC), y enel articulo 2 delConvenio deParís para la Protección delaPropiedad Industrial. Acuerdo sobre losaspectos
delosderechos de propiedad Intelectual relacionados con elcomercio -ADPIC- "Artículo 3 Trato nacional ¡.Cada Miembro concederá a losnacionales de
los demás Miembros un trato nomenos favorable que el que otorgue a suspropios nacionales con respecto a laprotección^ delapropiedad intelectual, a
reserva delasexcepcionesyaprevistas en, respectivamente, el Convenio de París (1967), elConvenio de Berna (1971), laConvención de Roma oel Tratado
sobre laPropiedadIntelectual respecto delosCircuitos Integrados. Enloque concierne a losartistas intérpretes oejecutantes, losproductoresdefonogramas
y los organismos de radiodifusión, esta obligación sólo se aplica a los derechos previstos en elpresente Acuerdo. Todo Miembro que se valga de las
posibilidades estipuladas en elartículo 6del Convenio de Berna (¡971) oen elpárrafo 1b) del articulo 16de iaConvención de Roma ¡onotificará según lo
previsto en esas disposiciones alConsejo délos ADPIC. 2. Los Miembros podrán recurrir a las excepciones permitidas en elpárrafo I en relación con los
procedimientos judiciales y administrativos, incluida ladesignación de un domicilio lega! o elnombramiento de un agente dentro de lajurisdicción de un
Miembro, solamente cuando tales excepciones sean necesarias para conseguir el cumplimiento de leyes y reglamentos que nosean incompatibles con las
disposiciones del presente Acuerdo, y cuando tales prácticas noseapliquen de manera que constituya una restricción encubierta del comercio.

6"Art. 2.- Losderechas conferidos porestaLeyse aplican porieutda nacionales vextranjeros, domiciliados o no enel Ecuador".
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Ley de Propiedad intelectual; 58 y 59 de su reglamento y 138, 139 y 140 de la
Decisión 486 de la Comisión de la Comunidad Andina, y ai no contradecir lo
dispuesto en los articulo 196 y196 y135 y136 de la Ley yDecisión Andina referidas,
que establecen los requisitos para registrar una marca en nuestro país.

Ninguna norma de propiedad intelectual, en cumplimiento v concordancia con ln
dispuesto en las normas supranacionales descritas, se exige como requisito que una
compañía extranjera, estedomiciliada en el país nara poder ohtener un registro
marcario. "

-Por otro lado, la doctora Nathalia Raquel Salazar Tiguero, Jueza de la Unidad
Judicial de Florida de Trabajo con sede en el cantón Guayaquil, Provincia de Guayas
ylos doctores Jueces Mauricio Antonio Suárez Espinoza yJessy Marcelo Monroy
Castillo, Jueces de la Sala Especializada de la Familia, Mujer, Niñez yAdolescencia
de la Corte Provincial de Justicia de Guayas, al dar trámite ala acción de protección
planteada por Terpel S.A. vulneró normas contenidas en la Ley Orgánica de Garantías
Jurisdiccionales y Control Constitucional, debido a que la parte accionante no
identificó con claridad que acto u actos emitidos por el Instituto Ecuatoriano de
Propiedad Intelectual, vulneraría supuestamente sus derechos constitucionales y ios
Jueces no podían suplir esa omisión en la que ha incurrido, hacerlo constituyó una
violación de derecho a la seguridad jurídica de la entidad demandada y del tercero
perjudicado que ha comparecido dentro de la presente causa. Así lo confirma la
sentencia de 8-V-2008 (Resolución No. 1330-2006-RA, Segunda Sala, R.O. E.E. 64,
14-VII-2008), dentro deuna acción de amparo7.

Así mismo, existen procesos judiciales encurso entre el señor Boris Yépez Izquierdo
y Organización Terpel S.A,. oue se encuentran en conocimiento de los Jueces v
Tribunales delaJusticia ordinaria. Con laresolución delos doctores Jueces Mauricio
Antonio Suárez Espinoza y Jessv Marcelo Monroy Castillo, Jueces de la Sala
Especializada de la Familia. Muier. Niñez v Adolescencia de la Corte Provincial de
Justicia de Guayas conculca derecho al debido proceso y seguridad jurídica e
indebidamente generaron situación de incertidumbre respecto de los procesos
judiciales en marcha, como lo tengo explicado en el numeral 6.9 del presente escrito.

la El derecho a¡a defensa, también se encuentra garantizado por el Art. 8.2 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, que establece un
conjunto de garantías mímmas que permiten asegurar elderecho de defensa. Entre estas garantías se encuentran: El derecho del inculpado ala comunicación
previaydetallada déla acusaciónformulada en su contra. La concesión al inculpado de! tiempoyde los medios adecuadospara lapreparación de su defensa
El derecho del inculpado adefenderse por símismo oatravés de un defensor de su elección onombrado por el Estado. El derecho del inculpado ala
comunicación previa ydetallada de la acusaciónformulada en su contra, es esencia! para el ejercicio del derecho de defensa pues el conocimiento de las
imamspor las cuales se le imputa aalguien la presunta comisión de un delito, permite alos abogadospreparar adecuadamente los argumentos de descargo
Este derecho se ve satisfecho sise indica con claridadyexactitud las normasylos supuestos de hecho en que se basa la acusación. En esle sentido la Corte
Constitucional de Colombia ha señalado que 'ti derecho al debido proceso contiene en su núcleo esencial el derecho aconocer lan pronto como sea posible
la imputación ola existencia de una investigaciónpenal en curso -previa oformal-, afin de poder tomar oportunamente todas las medidas que consagre
el ordenamiento enarasdelderecho dedefensa "
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La doctora Nathalia Raquel Salazar Tiguero, Jueza de la Unidad Judicial de Florida
de Trabajo con sede en el cantón Guayaquil, Provincia de Guayas y los doctores
Jueces Mauricio Antonio Suárez Espinoza y Jessy Marcelo Monroy Castillo, Jueces
de la Sala Especializada de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de la Corte
Provincial de Justicia de Guayas debieron tomar en cuenta que el señor Boris Yépez

Izquierdo podía acudir a la justicia ordinaria para hacer valer sus derechos, como
efectivamente lo hizo, pues de hecho existen procesos judiciales entre el actor de

la acción constitucional v mi representada.

Los procesos judiciales en curso entre el señor Boris Yépez Izquierdo y Organización
Terpel S.A., que se encuentran en conocimiento de los Jueces y Tribunales de la
Justicia ordinaria. Con las resoluciones de la doctora Nathalia Raquel Salazar

Tiguero, Jueza de la Unidad Judicial de Florida de Trabajo con sede en el cantón
Guayaquil, Provincia de Guayas y los doctores Jueces Mauricio Antonio Suárez
Espinoza y Jessy Marcelo Monroy Castillo, Jueces de la Sala Especializada de la
Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de la Corte Provincial de Justicia de Guayas
conculcan el derecho al debido proceso, tutela judicial efectiva y seguridad jurídica,
pues dejaron sin efecto las decisiones legítimas y constitucionales que órganos
administrativos emitieron respecto de las pretensiones de las partes en esos procesos
y generaron una situación de incertidumbre respecto a los procesos judiciales en
curso.

Es más, no se han pronunciado cuales serían los efectos de sus sentencias respecto a
los procesos que se encuentran en conocimiento de los Jueces y Tribunales de la
Función Judicial.

Finalmente, en nuestra Constitución se consagra el principio de igual formal y
material de nacionales y extranjeros. En la especie, la parte actora de la acción de
protección, alega una vulneración de este derecho al intentar despojar el derecho de
propiedad legítimamente adquirido por Organización Terpel S.A. por el solo hecho
de ser una compañía extranjera. Por tanto, dicha alegación carece de sustento en un
Estado Constitucional de Derechos y Justicia, pretendiendo que se discrimine a
Organización Terpel S.A. por ser extranjera.

No basta una enunciación de hechos y transcripción de normas que no coinciden con
la realidad procesal, como ocurrió en la presente causa.

7.2.DERECHO A LA PROPIEDAD.-

-En ejercicio de sus derechos y sin que este impedido por ley nacional o supranacional
alguna, ORGANIZACIÓN TERPEL S.A. haregistrado 17 marcas en el Ecuador que
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incluyen el término TERPEL en su composición, otorgadas por el Instituto
Ecuatoriano de Propiedad Intelectual.

Estos 17 registros constituyen actos administrativos legítimos yválidos que han sido
expedidos por el Estado en debida forma, lo que garantiza el derecho de mi
representada sobre los mismos. Es decir, el Estado ecuatoriano ha reconocido el
derecho de propiedad de la marca Terpel afavor de Organización Terpel S.A.

Sobre el derecho de propiedad, la Corte Constitucional ha dicho:

"...El derecho de propiedad privada es un derecho complejo que abarca
potencialmente otros derechos. No obstante, el derecho de propiedad debe
contener, almenos, elderecho exclusivo deluso de afao porparte dealguien.
es decir, a conservar supropiedad, a que no sea destruida, apropiada o
confiscada, y de esta forma pueda tener su libre disponibilidad... "8
"...Dentro del Sistema Interamericano de Derechos Humanos, el derecho a
la propiedad -regido por el Pacto de San José-garantiza el libre ejercicio de
los atributos de ésta, asimilados como el derecho de disponer de bienes en
cualquier forma legal poseerlos, usarlos e impedir que cualquier persona
interfiera en el troce de ese derecho. El derecho a la propiedad comprende
todos los derechos patrimoniales de una persona, esto es. sobre los bienes
materiales v también de los bienes inmateriales susceptibles de valor"9

"De acuerdo a la Lev de Propiedad Intelectual losderechos reconocidos en
dicho cuerpo normativo, tratados v convenios internacionales deben ser
protegidos, promovidos, fomentados, defendidos por el Estado ecuatoriano
a través del órgano administrativo, el Instituto Ecuatoriano de
la Propiedad Intelectual (IEPT)] sin perjuicio de las acciones civiles vpenales
sobre esta materia y, por tanto, la participación de losestamentos judiciales
(artículo 3 LPI) 1. En materia administrativa, para la protección a
los derechos de propiedad intelectual se establecen dos procedimientos: la
Tutela Administrativa y la Medida en Frontera. En materia civil existe el
ejercicio de acciones de conocimiento, y en materia penal la ley
de PropiedadIntelectualestableció los delitos.

1. Art. 3.- El Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual (IEPI), esel

I- 1S-VIII-20U (SentenciaNo. 011-11-SEP-CC, Pleno de la Corte Constitucional, R.O. 555-S, 14-X-2011)
-18-VIII-2011 (SentenciaNo. 011-11-SEP-CC, Pleno de !a Corte Constitucional, R.O. 555-S, 14-X-20I1).
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organismo administrativo competente parapropiciar, promover, fomentar,
prevenir, protegery defender a nombre del Estado ecuatoriano, los derechos
de propiedad intelectual reconocidos en lapresente Ley y en los tratados y
convenios internacionales, sinperjuicio de las acciones civiles y penales que
sobre esta materia deberán conocerse por la Función Judicial "10

-Al declarar la nulidad de los registros marcarios a favor de mi representada, por
medio de una sentencia emitida dentro de una acción de protección, adícionalmente a
los derechos constitucionales referidos anteriormente, se vulneró el derecho a la
propiedad, al despojarle dederechos intangibles con valor, debidamente obtenidos y
amparados porla Constitución de laRepública del Ecuador, deConvenios Andinos y
la Ley.

Vale la pena destacar que el primer registro de la marca TERPEL de propiedad de
Organización Terpel S.A. fue concedido por el Instituto Ecuatoriano de laPropiedad
Intelectual el 16 de abril de 2002, es decir con más de 18 meses de anticipación a la
constitución de la empresa del señor Boris Yepez, a pesar de lo que las sentencias
materia de esta acción, declararon también su nulidad.

7.3.DERECHO A LA DEFENSA, AL DEBIDO PROCESO Y A LA TUTELA
JUDICIAL EFECTIVA.-

-El artículo 75 de la Constitución prevéel derecho de toda persona al acceso gratuito a
lajusticia y una tutela judicial efectiva, aclarando que "...en ningún caso quedará en
indefensión...". Este derecho constitucional se desglosa en la posibilidad de toda
persona depoder concurrir yacceder a los órganos que ejercen lafunción jurisdiccional
estatal y poder serparte en unproceso judicial bajo las garantías del debido proceso y
defensaestablecidas en la Constitución en el que se obtengauna sentenciacon la debida
motivación.

Asimismo, en concordanciacon este derecho a la tutela judicial efectiva se encuentran
los derechos constitucionales a la defensa y debido proceso previstosen el artículo76
de la Constitución, que entre otras garantías implica no ser privado del derecho a la
defensa, contar con el tiempo y medios adecuados para la defensa, serescuchado en
momento oportuno e igualdad decondiciones y recurrir dela resolución ofallo que
decida derechos.

La garantía y el derecho a la tutela judicial efectiva es "un derecho fundamental por
derivación, en tanto que resulta necesaria para dar efectividad a los derechos

10 - 3-IV-2012 (Sentencia No. 100-12-SEP-CC, Plenode la CorteConstitucional, R.O.724-S, 14-VI-2012)
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fundamentales en sentido propio, cuando fracasa la garantía primaria de éstos (la
obligación jurídica de respeto al imperativo que encarnan). Y, asu vez, las garantías
procesales, o garantías frente al -poder del- juez en el proceso, gozan de idéntico
estatuto, debido a que constituyen otros tantos límites destinados a circunscribir el
alcance de las intervenciones de aquel, por su particular incidencia en los bienes más
sensibles"11.

Es decir, que este derecho implica que todas las personas tienen derecho a acudir a los
órganos judiciales para interponer demandas y defenderse de ellas a través de los
cauces procesales debidos ycon garantías mínimas asus derechos. Cuestión que en la
acción de protección planteada por el señor Boris Yépez Izquierdo no ocurrió, porque
mi representada no fue demandada yla resolución de los Jueces tuvo efectos jurídicos
de marcas legalmente registradas por Organización Terpel S.A., se conculcó los
derechos de Organización Terpel S.A. al no haberse pronunciado sobre lo dicho.

Por otro lado, la doctrina es clara en el sentido que la motivación debe cumplir ciertos
requisitos mínimos tales como la concreción, suficiencia, claridad, coherencia y
congruencia12 para justificar el requisito de "debida motivación". Tal como determina
la Constitución, para que exista debida motivación en la sentencia se debe explicar la
pertinencia de los principios jurídicos en que se funda frente a los antecedentes de
hecho; se debe enunciar las normas o principios jurídicos en que se funda v
explicar la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho.

-En las resoluciones no se toman en cuenta ninguna las alegaciones realizadas por
Organización Terpel S.A. Cabe señalar, que el actor de la acción de protección, no
presentó ninguna prueba que justifiquen las afirmaciones que constan en su
demanda. Los Jueces se limita a tener como ciertos, los hechos alegados por el
señor Boris Yépez Izquierdo sin que exista prueba de ello.

Ladoctora Nathalia Raquel Salazar Tiguero, Jueza de la Unidad Judicial deFlorida de
Trabajo con sede en el cantón Guayaquil, Provincia de Guayas los doctores Jueces
Mauricio Antonio Suárez Espinoza yJessy Marcelo Monroy Castillo, Jueces de laSala
Especializada de la Familia, Mujer, Niñez y Adolescencia de la Corte Provincial de
Justicia de Guayas incumplieron sus obligaciones, en calidad de Jueces
Constitucionales, al vulnerar ios derechos constitucionales de seguridad jurídica,
defensa, debido proceso, tutela judicial efectiva ypropiedad de Organización Terpel

"Perfecto Andrés Ibáñez, Las Garantías del Imputado en el Proceso Pennl, en Justicia penal, derechos ygarantías, Lima-Bogotá Palestra
Editores yEditorial Temis S.A., 2007, p.l 11, citado por la Corte Constitucional en la sentencia No. 034-09-SEP-CC dictada dentro del
caso No. 0422-09-EP.

12 Perfecto Andrés Ibáñez, ibídem, página 202.
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S.A. consagrados en la Constitución de la República del Ecuador en sus artículos 75,
76 y 86. Los Jueces estaban en la obligación de dar estricto cumplimiento de la
normativa legal,analizary calificarla accióndeprotecciónplanteadapor el señorBoris
Yépez Izquierdo y contrastarlos con los argumentos expuestos por mí representada, la
Procuraduría General del Estado y por el Instituto Ecuatoriano de la Propiedad
Intelectual. Presupuestos que no fueronconsiderados ni al momentode dar trámite a la
garantía planteada, menos aún en la resolución, conforme se demuestra de la propia
lectura de las sentencias.

-La Constitución de la República del Ecuador dispone que "..las resoluciones de los
poderes públicos deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución

no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda v no se explica la

pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho..." Esta garantía básica ha
sido vulnerada en la sentencia de mayoría dictada el 14 de mayo de 2015, por los Jueces
denunciados, pues carece de laDEBIDA MOTIVACIÓN.

-Adicionalmente, mediante una acción de protección los jueces constitucionales no
pueden reconocer un derecho, más aún cuando la Ley de Propiedad Intelectual y la
legislación supranacional vigente establece el mecanismo paraelloporque soloenbase
a afirmaciones del actor de la acción de protección en la demanda, sin ninguna base, se
puedepretenderun reconcomiendo de un derechos, menosaunvulnerando derechos de
Organización Terpel S.A. reconocidos por el Estado ecuatoriano, por medio del
Instituto Ecuatoriano de la Propiedad Intelectual.

Es así que IEPI ha otorgado sendos títulos de propiedad de marcas a favor de mí
representada, los mismos quefueron emitidos enestricto cumplimiento de lanormativa
legal vigente nacional e internacional. En las resoluciones de la doctora Nathalia
Raquel Salazar Tiguero, Juezade la Unidad Judicial de Florida de Trabajo consedeen
el cantón Guayaquil, Provincia de Guayas y los doctores Jueces Mauricio Antonio
SuárezEspinoza y Jessy Marcelo Monroy Castillo, Jueces de la Sala Especializada de
la Familia, Mujer,Niñez y Adolescencia de la Corte Provincialde Justicia de Guayas,
por desconocimiento del tema, no los tomaron en cuenta ni los registros de marcas ni
las alegaciones hechas por las entidades demandadas ni por mi representada; es decir,
no motivaron en debida13 forma sus resoluciones, conforme es su obligación y un

derecho constitucional de toda persona.

13 Entrelasgarantías quepermiten queelderecho a ladefensa seaefectivo se encuentra ladeque:"Las resoluciones de lospoderes públicos
deberán ser motivadas. No habrá motivación si en la resolución no se enuncian las normas o principios jurídicos en que se funda y no se
explica la pertinencia de su aplicación a losantecedentes de hecho,.."Ladoctrina es clara en el sentido quela motivación debe cumplir
ciertos requisitos mínimos talescomolaconcreción, suficiencia, claridad, coherencia y congruencial 3 parajustificar el requisito de"debida
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El respeto ygarantía de los derechos constitucionales de tutela judicial efectiva, debido
proceso ydefensa a su vez tienen como consecuencia el ejercicio pleno del derecho a
la seguridad jurídica (artículo 82 de la Constitución), toda vez que aplicando normativa
existente se cumplirían los derechos fundamentales antes explicados que deben
prevalecer y garantizarse conforme disposiciones expresas contenidas los artículos
424,425 y426 de la Constitución, que prevén la supremacía de la Constitución ylos
derechos fundamentales en ella recogidos yen consecuencia su aplicación directa.
Cuestión esta que no ocurre ni en la sentencia de 12 de febrero de 2015, que fue dictada
por la doctora Nathalia Raquel Salazar Tigrero, Jueza de la Unidad Judicial de Florida
de Trabajo con sede en el cantón Guayaquil, Provincia de Guayas, dentro del proceso
No. 09359-2014-0815 ni en la sentencia de mayoría de 14 de mayo de 2015, que fue
dictada por los doctores Jueces Mauricio Antonio Suárez Espinoza yJessy Marcelo
Monroy Castillo, Jueces de la Sala Especializada de la Familia, Mujer, Niñez y
Adolescencia de la Corte Provincial de Justicia de Guayas, dentro del proceso No
09359-2014-0815.

8. PRETENSIÓN

Con tales antecedentes, fundado en el artículo 94 de la Constitución, artículos 65 y
siguientes de la Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales yControl Constitucional,
y demás normas legales aplicables, visto la clara violación a los derechos de debido
proceso, de defensa, tutela judicial efectiva y seguridad jurídica, solicito
expresamente:

8.1 Se acepte la presente acción extraordinaria de protección yse declare que al
dictar la sentencia de 12 de febrero de 2015, fue dictada por la doctora Nathalia
Raquel Salazar Tigrero, Jueza de la Unidad Judicial de Florida de Trabajo con
sede en el cantón Guayaquil, Provincia de Guayas, dentro del proceso No. 09359-
2014-0815 se violentaron los derechos constitucionales de defensa, garantía del
debido proceso (artículo 76, numerales 1, 4y7, literal 1)), de seguridad jurídica
(artículo 82), ypropiedad (artículo 322), por las razones previamente expuestas y
contenidas en la demanda.

8.2 Se acepte la presente acción extraordinaria de protección yse declare que al dictar
la sentencia de mayoría de 14 de mayo de 2015, fue dictada por los doctores
Jueces Mauricio Antonio Suárez Espinoza y Jessy Marcelo Monroy Castillo,
Jueces de la Sala Especializada de la Familia, Mujer, Niñez yAdolescencia de la
Corte Provincial de Justicia de Guayas, dentro del proceso No. 09359-2014-0815
se violentaron los derechos constitucionales de defensa, garantía del debido

motivación". Tal como determina la Constitución, para que exista debida motivación en la sentencia se debe explicar la pertinencia de los
principios jurídicos en que se funda frente alos antecedentes de hecho; se debe enunciar las normas oprincipios jurídicos en que se funda
y explicar la pertinencia de su aplicación a los antecedentes de hecho.
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proceso (artículo 76, numerales 1,4 y 7, literal 1)), de seguridad jurídica(artículo
82), y propiedad (artículo 322), por las razones previamente expuestas y
contenidas en la demanda.

9. NOTIFICACIONES

Conforme a lo dispuesto por el artículo 62 de la Ley de Control Constitucional,
se notificará con esta acción extraordinaria de protección a las partes del proceso
09359-2014-0815en los casilleros judiciales que tienen señalados en el proceso.

A la doctora Nathalia Raquel Salazar Tigrero, se le notificará en el Complejo
Judicial de la Florida, en el Km 8 1/2, vía Daule.

A los los doctores Jueces Mauricio Antonio Suárez Espinoza y Jessy Marcelo
Monroy Castillo, Jueces de la Sala Especializada de la Familia, Mujer, Niñez y
Adolescencia de la Corte Provincial de Justicia de Guayas, se les notificará en el
edificio de la Corte Provincial de Justicia de Guayas ubicado en la Av. Nueve de
Octubre entre Av. Quito y Pedro Moncayo

Notificaciones posteriores que me correspondan cuando el proceso se encuentre
ante la Corte Constitucional, las recibiré en el casillero constitucional No. 126, y
adicionalmente las recibiré en mi domicilio judicial electrónico para efecto de lo
cual señalo el siguiente correo electrónico: spalacios@crcp.com. Aclaro que las
notificaciones a mi domicilio judicial electrónico se las realizará sin perjuicio de
recibir las notificaciones en mi casilla judicial, de conformidad con lo dispuesto
en el artículo 75 del Código de Procedimiento Civil.

10. DESIGNACIÓN

Designo como mis Abogados Defensores a los Doctores Xavier Rosales Kuri,
Santiago Palacios Cisneros, Edmundo Ramos Cárdenas y Abogados Ramón Paz y
Miño, Ana María Paz y Eduardo Ríos, a fin de que suscriban individual o
conjuntamente cuanto escrito sea necesario en defensa de los intereses de mi
representada.

Por ser legal se servirá proveer. Firmo con uno de mis

Dra. María Cecilia Romo Leroux
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